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lEl dEbatE dE la nuEva ConstituCión 

Los primeros meses del 2008 han estado salpicados de tensiones polí-
ticas, renovados enfrentamientos y manifestaciones de adhesión y 
rechazo al Gobierno de Rafael Correa, realizados principalmente 

en la ciudad de Guayaquil. La Asamblea Constituyente, por otro lado, 
ha avanzado en el desarrollo conceptual de los temas constitucionales y 
ha generado un diálogo con la ciudadanía, convocando a diversos actores 
en distintos territorios, a través de los foros organizados por las Mesas 
Constituyentes.

Este comienzo de año ha sido un termómetro de la orientación, posi-
ción y gestión del Gobierno y de la Asamblea Constituyente, como tam-
bién del comportamiento de ciertos sectores de oposición, que han promo-
vido opiniones y movilizaciones ciudadanas, en procura de crear un nuevo 
movimiento de derecha de carácter ciudadano-antipartido liderado por el 
Alcalde Jaime Nebot. Manifiesta decisión que se ha dado en el contexto de 
la debacle de los partidos de la derecha ecuatoriana y de la imposibilidad 
de sostener una oposición política organizada. Se advierte, así mismo, que 
esos sectores han tomado la decisión de enfrentar y oponerse al Gobierno 
de Correa y a la Asamblea Constituyente para impedir el cambio pro-
puesto y evitar ser afectados en sus intereses económicos y políticos.

Por otra parte, el Gobierno de Correa ha mantenido su estrategia de 
enfrentamiento y polarización, sostenido en la amplia mayoría que ganó 
en septiembre de 2007 con motivo de la elección de los asambleístas cons-
tituyentes. Cuando se advertía –y nuestro editorial de La Tendencia 6 se 
encargó de insinuarlo– que luego de esta victoria y fortaleza político hege-
mónica, era posible crear las condiciones para el diálogo y la concertación, 
el Gobierno de Correa continuó con la estrategia del enfrentamiento. 
Decíamos –en el mencionado editorial– que era de esperarse encontrar en 
la política el cauce para resolver la estructuración del bloque en el poder 
atascado desde hace varios años. Sin embargo, el régimen privilegió la línea 
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—La asamblea de Quito y la nueva Constitución—

la asamBlEa dE Quito  
y la nuEVa constitución

 Gonzalo Ortiz Crespo

Ir hacia un régimen de autonomías, en que cada 
una de ellas tenga potestad legislativa, maneje 
recursos propios así como una parte de los 

recursos nacionales, con un sistema de solidaridad 
hacia las regiones más débiles, es una de las pro-
puestas centrales de la Asamblea de Quito.

La Asamblea de Quito propone también volver 
la fusión entre gobernaciones y prefecturas, volver 
al sistema bicameral de Congreso, con dos cáma-
ras, de senadores y diputados, quienes pueden ser 
elegidos en la segunda vuelta. Las elecciones pluri-
personales deberán hacerse en un sistema de distri-
tos. Otras novedades son las propuestas de creación 
de un Consejo de Estado; que los integrantes de 
la Fuerza Pública, es decir militares y policías, se 
sometan a la justicia civil, y que se formen Policías 
Territoriales, regidas por los gobiernos subnaciona-
les, y no una única Policía Nacional. 

Estas y otras propuestas para la nueva Consti-
tución, que se detallan más adelante, fueron pre-
paradas por Quito, en un proceso participativo sin 
precedentes. La capital no calificó a su documento 
como “Mandato” aunque los grandes medios de 
comunicación se empeñaron en utilizar ese tér-
mino, no por comodidad, como podría pensarse, 
sino para tratar de igualar las posiciones de Quito y 
Guayaquil, cuando son enteramente diferentes. 

Como lo han expresado el Alcalde Moncayo y 
algunos concejales, Quito no está en el plan de dis-
cutir la legitimidad de la Asamblea de Montecristi 
ni desea ordenar que ella haga esto o lo otro. “Quito 

no va a hacer marchas para presentar sus tesis. Lo 
que queremos es proponer a la Asamblea Consti-
tuyente razones de tanta fuerza, de tanta capaci-
dad de convicción por el poder de los argumentos, 
que tengan que ser aceptadas, total o parcialmente, 
por los asambleístas e incorporarlas en esta Carta 
Magna, no porque gritemos o amenacemos con 
sacar gente a la calle”. (P. Moncayo). Esa propuesta, 
racional y argumentada, se construyó a través de la 
participación ciudadana, lo que le da mucho más 
legitimidad y autoridad.

Es la Ordenanza N° 187 la que establece el 
Sistema de Gestión Participativa en la capital,1 y 
ella prevé que la Asamblea de Quito es la instancia 
máxima de participación ciudadana.2 La norma dice 
que el alcalde la puede convocar cuando considere 
que hay temas trascendentes que afectan a la vida 
de la comunidad.

1  Fue publicada en el R.O. el 22 de noviembre de 2006 y reemplazó a la 
Ordenanza N° 046 de septiembre del 2000, la primera ordenanza que normó 
la gestión participativa de Quito.
2  La Asamblea de Quito, según la ordenanza citada, está integrada por 
representantes de las instancias territoriales, temáticas y sociales del Sistema 
de Gestión Participativa. Forman parte de ella los delegados de cada uno de 
los 32 cabildos sectoriales urbanos, así como del Consejo Ciudadano del Plan 
Estratégico, de cada consejo temático y consejo social con jurisdicción en el 
distrito, de las Juntas Parroquiales Rurales, así como delegados institucionales 
de las Cámaras de la Producción, Universidades y Escuelas Politécnicas, orga-
nizaciones de trabajadores, ONG, ligas barriales y Concentración Deportiva 
de Pichincha. Como la convocatoria fue abierta muchos ciudadanos, por sus 
propios derechos, acudieron a las reuniones: 1.200 a la apertura el 13 de febre-
ro en la UTE y unos 700 a la de cierre el 27 en el Centro Cultural Itchimbía.

El aporte de Quito al proceso asambleístico

Quito no ha estado ajeno del proceso cons-
tituyente. Ya en mayo del 2007 el Alcalde Paco 
Moncayo envió al CONESUP, organismo al que el 
gobierno encargó elaborar un borrador de la nueva 
Constitución, un documento titulado “Una Cons-
titución para el siglo XXI”.3 En dicho documento, 
Moncayo trazaba, basado en su experiencia, en la 
de la municipalidad y en una consulta con diver-
sos sectores barriales, profesionales, académicos, 
sindicales y empresariales, una serie de principios 
y contenidos que, en su opinión, debería tener la 
nueva carta magna del país.4 Así mismo, la Comi-
sión de Cultura y Educación del Concejo Metro-
politano recogió de la experiencia municipal otras 
ideas y propuestas, las debatió y las envió también 
al CONESUP.

Pero era necesario hacer más. La crisis en que 
se debate el Ecuador, y que llevó a manifestarse 
de manera tan clara en el deseo de cambio, en las 
elecciones presidenciales, el referendo y de asam-
bleístas, exigía tomar en serio el debate de los temas 
constitucionales y hacer un aporte participativo de 
la ciudad a la Asamblea de Montecristi. 

La Asamblea de Quito reunida el 13 de febrero 
de 2008 se declaró en sesión permanente; trabajó 
tanto en mesas temáticas físicas como virtuales, a 
través del Internet, y se reunió de nuevo el 27 de 
febrero para considerar los resultados de las mesas 
y los aportes por Internet y aprobar el documento 
final (Ver recuadro 1).

3  Se lo puede consultar en la página web del MDMQ: www.quito.gov.ec
4  Otra importante referencia para el documento de Moncayo y el MDMQ 
fue el “Compromiso de Quito”, documento que resume el acuerdo logrado en 
el encuentro “Los gobiernos subnacionales y el régimen territorial en la nueva 
Constitución” convocado por la Alcaldía del Distrito Metropolitano de Quito, 
la Asociación de Municipalidades del Ecuador (AME) y el Consorcio de Con-
sejos Provinciales del Ecuador (CONCOPE).

Recuadro 1: Cronología de la Asamblea de Quito  
para la Constitución

13 de febrero 
2008

Apertura y debate por mesas 
temáticas

15 de febrero 
2008

Resultados del debate inicial en 
el página Web del MDMQ

15-25 de febrero 
2008

Aportes vía correo electrónico y 
cartas

27 de febrero 
2008

Cierre y consenso

Desde esa fecha Seguimiento a la Asamblea 
Constituyente vía blog

una constitución “de todos, para todos y 
para el largo plazo”

En la sesión de apertura, el Alcalde Moncayo 
planteó que en la coyuntura del país, “los cambios 
son indispensables: necesitamos construir un nuevo 
Ecuador. Y que “en lugar de atacar y satanizar a la 
Asamblea de Montecristi es deber nuestro apor-
tar para tener la mejor Constitución”. Insistió en 
que, aunque “no se pueden evitar los conflictos, la 
labor de un gobernante es administrarlos, no agu-
dizarlos hasta posiciones irreconciliables”. Fue muy 
aplaudido cuando dijo “El país no saca nada con la 
discusión infantil de quién puso más gente en una 
marcha”. 

En consecuencia, el Alcalde de Quito pidió 
una actitud distinta: que en las mesas examinen los 
temas fundamentales que el país tiene frente a sí 
“escuchando cada uno la razón de los demás”. “Lo 
único que no está permitido es no escuchar al otro; 
cuando todos gritamos nadie se escucha”, enfa-
tizó Moncayo, aplicando a la Asamblea de Quito 
su tesis de cómo debe debatir el país los temas 
constitucionales. 

Reiteró que la Constitución no puede obe-
decer a la coyuntura: “No podemos hacer una 
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formales por carta, debido a que sus tareas en Mon-
tecristi no les permitían viajar a la capital.

la parte conceptual del documento de Quito

Las propuestas de Quito se han resumido en 
un documento de trece páginas. En él se define la 
visión del país de una manera moderna y clara: “El 
Ecuador aspira a ser un país justo y moderno, den-
tro de la sociedad del conocimiento, cuyo futuro 
debe basarse en la solidaridad social, la equidad 
territorial, la sustentabilidad ambiental, la compe-
titividad y la paz. Para lograrlo proponemos que 
la nueva Constitución Política del Estado diseñe 
instituciones para una convivencia ciudadana con 
garantía de los derechos, participación eficaz en las 
decisiones públicas y confianza en nuestros repre-
sentantes y en los organismos de control de la ges-
tión pública. Especial importancia concedemos a la 
organización de los territorios y del sistema econó-
mico, para que podamos recibir buenos servicios, 
producir más, participar de los beneficios, y vivir en 
paz y con seguridad”.

Los principios fundamentales a los que hace 
referencia a continuación son los de la soberanía, 
diversidad, laicidad y equilibrio de funciones. De 
la soberanía dice que “reside en el pueblo” y que 
es su ejercicio el que da origen a la autoridad. “La 
ciudadanía es el origen del mandato popular y al 
mismo tiempo acata a la autoridad. Los derechos de 
los ecuatorianos son exigibles y demandan garan-
tías estatales. Todos los ciudadanos son sujetos de 
la protección y estímulo estatales”. “El Ecuador”, 
continúa, “es diverso pero único. Su unidad está 
formada por las distintas vertientes regionales y 
étnico-culturales que lo conforman”. Y prosigue: 
“El Estado es laico, garantiza la libertad de credos 
y de conciencia, y está estructurado por un equili-
brio de funciones públicas”. La Constitución, dice 
el documento de Quito “debe asegurar al pueblo 
ecuatoriano el goce pleno de su libertad política y 
ampliarla a la economía y a la sociedad”. 

A continuación se señala que: “El pueblo se 
organiza a través de un Estado de derecho democrá-
tico, pluralista, participativo e intercultural, agente 
activo del desarrollo, que preserva la identidad de 
la nación.- La Constitución debe poner las bases 
jurídicas para la vigencia plena de la democracia 
de representación, enriquecida por la participación 
ciudadana y el control social de la gestión pública.- 
Deben tomarse medidas para erradicar por todos 
los medios la posibilidad de que se establezcan regí-
menes autoritarios.- El énfasis al fortalecimiento del 
Estado debe ponerse en el mejoramiento del capital 
humano y del capital social. Un Estado fuerte no es 
el que tiene un gobierno fuerte sino el que tiene una 
ciudadanía activa y militante.- Las inequidades que 
afectan al Ecuador son sociales, económicas y terri-
toriales, y tienen relaciones de causa y efecto; por lo 
tanto, la solidaridad que permita la superación de 
esas inequidades deberá ser atendida a través de los 
territorios”.

de los derechos, garantías y deberes 

Esta sección se inicia por la equidad de género, 
con la siguiente recomendación a los asambleístas: 
“Es importante que se conserven en la nueva Cons-
titución los derechos adquiridos, impulsando su 
progresividad, igualdad y no discriminación, pre-
cautelando posibles retrocesos. Se asume la inde-
pendencia del Estado y de las decisiones ciudada-
nas de cualquier influencia religiosa o dogmática”. 
Otros seis enunciados se refieren al tema, entre ellos 
el deber del Estado de “proveer de información y 
los medios necesarios para que las personas pue-
dan tomar decisiones sanas y responsables sobre su 
salud sexual y reproductiva” y la paridad entre hom-
bres y mujeres en la representación política y en la 
designación.

Luego se abordan los derechos colectivos de los 
pueblos indígenas y afroecuatorianos (que se deta-
llan en tres enunciados), el derecho a la educación 
(ocho enunciados), el derecho a la salud (diez enun-
ciados), el derecho a la participación ciudadana, a la 

Constitución para el Presidente Correa, debemos 
hacer una Constitución para hoy y mañana. Una 
Constitución desde todos y para todos y para largo 
tiempo”. 

la dinámica de la asamblea de Quito

Las más de mil doscientas personas que acudie-
ron a la Universidad Tecnológica Equinoccial el 13 
de febrero se dividieron, tras el receso, en seis mesas 
temáticas, las cuales se iniciaron con la presentación 
de un experto, que además actuó como facilitador, 
antes de pasar al debate, nombrándose un relator 
para cada eje. Unos y otros, personas independien-
tes del municipio (Ver recuadro 2). 

los aportes al blog y la sesión de cierre

Por la metodología de trabajo, las mesas no lle-
garon a conclusiones definitivas, pero sí hubo con-
sensos o posturas ampliamente mayoritarias, que 
se recogieron en sendos documentos que se pusie-
ron en la página web de la municipalidad, en los 
que se señalaron también los puntos en que hubo 
disensos. Este trabajo recayó en los relatores de cada 

comisión, coordinados por Luis Verdesoto y Sonia 
García, del municipio capitalino.

“La inquietud de la gente por conocer sobre 
aspectos de la organización política y territorial se 
reflejó en cientos de preguntas, que procuramos 
contestar individualmente”, (Luis Verdesoto).

Por otro lado, Sonia García confirmó que “la 
mayor parte de aportes enviados por email y por 
carta se refieren a los derechos ––derechos de la 
mujer, de los niños, de los adolescentes de los gru-
pos étnicos, y de acceso a los servicios que debe 
proveer el Estado. También hay aportes sobre los 
principios básicos de la Constitución, la soberanía, 
la organización territorial”.

Con todos estos insumos, se preparó el docu-
mento “Propuestas de la Asamblea de Quito para 
la Nueva Constitución” que fue aprobado en 
la reunión que se celebró en el Centro Cultural 
Itchimbía el 27 de febrero. Si en la primera sesión 
estuvieron los asambleístas constituyentes Diego 
Borja y Luis Hernández a la de cierre asistió nue-
vamente Borja además de Jaime Ruiz, de Acuerdo 
País. El Alcalde de Quito explicó que casi todos los 
asambleístas de Pichincha habían enviado excusas 

Recuadro 2: Mesas de la Asamblea de Quito

Tema general Temas específicos Expositor/
Facilitador

Relator

Territorial 1 Orden territorial. Autonomías. Estrategias. 
Distritos

Lautaro Ojeda

Jaime Vásconez
Territorial 2 Competencias. Tipos. Asignaciones. 

Opciones
Jaime Vásconez

Régimen de  
derechos (*)

Educación. Salud. Niñez. Adolescencia.  
Cultura. Deporte. Participación.  
Derechos indígenas. Derechos de la 
mujer. Derechos de las minorías.

Gloria Camacho Kalindy Bolívar

Régimen político El Estado. Funciones. Organismos.  
Régimen electoral. 

Eulalia Flor David Tenesaca

Régimen económico Producción. Empleo. Financiación  
subnacional. Ingresos. Egresos. Normas.

Ma. del Carmen 
Burneo

Luis Luna Osorio
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También es novedosa la propuesta de que “la 
dependencia laboral de funcionarios, empleados y 
trabajadores públicos debe establecerse en la comu-
nidad”, es decir que el patrono no es tal o cual 
ministerio, empresa estatal o municipio sino el pue-
blo. “La contratación colectiva pública debe revi-
sarse protegiendo al trabajador del mismo modo 
que a la comunidad”, añade.

Así mismo sugiere que se libere “al sector 
público de las inadecuadas regulaciones de la actual 
Ley de Contratación Pública, simplificándola y 
diseñando sistemas más ágiles, eficientes e impar-
ciales de control”.

de la organización territorial y autonomías

Como es obvio, una importante parte del 
documento ocupa la sección nueve que se ini-
cia aclarando los conceptos de la autonomía y la 
descentralización.

“El proceso autonómico debe contribuir al pro-
greso del conjunto del país, provocar la (re)inser-
ción de los territorios para un desarrollo nacional 
equilibrado, que incluya la solidaridad inter e intra 
territorial, la reconstitución de la formación social 
territorial, un eficaz y transparente sistema de repre-
sentación política, y la provisión eficiente de servi-
cios públicos”, señala.

“Debe reconocerse la jerarquía de la nación 
sobre los restantes niveles de gobierno; la solidaridad 
para la superación de la inequidad social y territo-
rial; y, la coordinación y colaboración entre niveles 
de gobierno como una responsabilidad pública”.

Los niveles de gobierno previstos para el país 
son: Nacional, Provincial, Distrital, Municipal, 
Parroquial y Circunscripciones Territoriales Indí-
genas y Afroecuatorianas cuyos objetivos, finalida-
des y competencias deberá definir con precisión la 
Constitución.

¿Qué es la autonomía? “El derecho y la capa-
cidad efectiva de las entidades locales de ordenar 
y gestionar una parte importante de los asuntos 
públicos, en el marco de la Constitución y la Ley, 
bajo su propia responsabilidad y en beneficio de sus 
habitantes”. Por supuesto, que “la pertenencia a un 
sistema autonómico es determinada libremente por 
las respectivas comunidades”. 

La propuesta sugiere unificar “la administración 
provincial en un solo organismo que permita la vin-
culación de la provincia con el Estado y permita 
la ejecución efectiva de las competencias del nivel 
intermedio”, es decir la fusión entre gobernaciones 
y prefecturas. 

Como principio clave asienta que “El ejercicio 
de las competencias públicas debe, de modo gene-
ral, incumbir preferentemente a las autoridades más 
cercanas a los ciudadanos” y, en este sentido afirma 
que: “Las competencias encomendadas a las entida-
des locales, deben ser plenas y completas, dentro del 
principio de la subsidiaridad. No pueden ser pues-
tas en tela de juicio ni limitadas por otra autoridad 
central o regional, más que dentro del ámbito de la 
Ley. Sin embargo, el ejercicio de las competencias 
debe ser responsable, por lo que debe estar sujeto a 
rendir cuentas sobre la gestión”.

los distritos metropolitanos

Define al Distrito Metropolitano como “una 
unidad subnacional con un nivel de gobierno para 
una jurisdicción caracterizada por su concentra-
ción urbana y por las características regionales que 
le son propias”, el cual “forma parte del Régimen 
descentralizado y del Sistema Autonómico, “cuya 
conformación autónoma en materia fiscal, tributa-
ria y administrativa se asimila al Régimen Munici-
pal y en materia política y legislativa, al Régimen 
Provincial”.

“Los territorios de los Distritos son los de los 
Municipios que han optado por esa calidad y los 

vivienda y de la población migrante (un enunciado 
cada uno), los derechos de los jóvenes, niños, niñas, 
adolescentes, personas de la tercera edad, discapaci-
tados y GLBT (cinco enunciados)

El régimen político

En este aspecto se recoge el planteamiento del 
Alcalde Paco Moncayo de que “El sistema presiden-
cialista ha dado pobres resultados a lo largo de la 
vida de la República” y, por lo tanto propone que 
establecer “un sistema mixto de gobierno, que pueda 
lograr un equilibrio y complementariedad funcio-
nal entre el Congreso y el Ejecutivo, que ponga fin 
a las reincidentes pugnas de poderes sin afectar las 
atribuciones presidenciales más importantes y que 
recupere la función básica del Congreso como esce-
nario de la negociación política en base a mayorías, 
coaliciones y/o bloques”.

Propone la bicameralidad de la Función legis-
lativa y recoge la idea de que los diputados deben 
ser “electos (sic, por elegidos) por circunscripciones 
electorales territoriales, mediante listas plurinomi-
nales, en representación de intereses de conglome-
rados poblacionales”, mientras que “los senadores, 
tanto de origen provincial como nacional, represen-
tarán los intereses de la totalidad de la nación”.

Añade, sin comprometerse, dejándolo como 
una posibilidad, que “una solución para mejorar la 
situación actual, puede ser la elección de los congre-
sistas en la segunda vuelta electoral”. 

sobre las funciones ejecutiva, legislativa y de 
control

Debe mantenerse la elección del Presidente 
de la República en un sistema de segunda vuelta 
electoral, dice la Asamblea de Quito. “Las princi-
pales funciones presidenciales, además de las que 
ya constan en la Constitución actual, deberán ser: 
presidir un Consejo de Estado; contar con iniciativa 

exclusiva en leyes relativas a competencias naciona-
les; y, presentar al Congreso criterios de evaluación 
de la calidad del gasto público y de control. Estas 
atribuciones permitirán mejorar la calidad de la ges-
tión y, en ningún caso, producir nuevos desequili-
brios entre Funciones del Estado”.

Respecto de la Función Judicial pide su com-
pleta independencia, la no injerencia de los parti-
dos políticos, su profesionalización, lo que no es 
tan novedoso salvo la clara indicación de que “el 
personal de las Fuerzas Armadas y la Policía deben 
someterse a la jurisdicción civil”.

En cuanto al sistema electoral, al que no califica 
de función, dice que “la nueva Constitución debe 
lograr un sistema electoral legítimo, estable, repre-
sentativo y técnicamente fiable.- Los Tribunales 
Electorales deben salir del control de los partidos 
políticos. Sus miembros deben ser nombrados por 
concurso y se constituirá la carrera de funcionarios 
electorales, de modo que se transformen en una 
burocracia especializada y al margen de la influen-
cia partidaria”.

Añade que “debe establecerse además la pro-
hibición del nepotismo en los partidos políticos y 
en las listas de elecciones, así como normas para la 
conformación de las listas sobre la base de méritos 
y concursos”.

En cuanto a la administración pública dice que 
esta “es una sola para todos los niveles de gobierno. 
Se basa en los mismos principios y regulaciones, 
y busca los mismos resultados de transparencia y 
desempeño”. 

Como novedad propone crear “la Función de 
Control que incorpore a la Contraloría General 
del Estado, Superintendencias, Tribunal Electoral y 
Constitucional y otros, cuyos miembros deben ser 
nombrados previo concursos transparentes, someti-
dos a la auditoría social. Estos organismos también 
están sujetos a la rendición de cuentas”. 
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dEsdE GuayaQuil,  
por la patria

Nila Velázquez

El título de este artículo es la frase que se des-
taca en el llamado “Mandato Ciudadano 
desde Guayaquil por la Patria”, preparado 

por representantes de 333 organizaciones que res-
pondieron a la convocatoria del Alcalde de Gua-
yaquil, y entregado al Presidente de la Asamblea 
Constituyente el 21 de febrero pasado. El título 
tiene importancia pues define desde el principio 
la naturaleza del planteamiento: es una propuesta 
hecha desde Guayaquil y considerada por sus auto-
res como válida para todo el país. El documento 
contiene planteamientos básicos sobre principios 
que merecen ser incorporados en la nueva Consti-
tución y algunos párrafos en los que se manifiesta la 
inconformidad con ciertas actuaciones y prácticas 
de funcionarios del gobierno de Rafael Correa. El 
objeto de estas líneas es detenerse en los primeros 
planteamientos, es decir, en lo que se relaciona con 
un texto constitucional.

los principios básicos del mandato

El primer planteamiento es “Libertad y 
Democracia”. La primera frase define lo demás:  
“El desarrollo integral es un proceso de expan-
sión y vigencia de las libertades de los ciudada-
nos”. Se define como limitaciones a esa libertad: 
la pobreza, el desempleo, la tiranía, la escasez de 
oportunidades económicas, las privaciones sociales, 
la falta de acceso a la educación y la intolerancia.  
No debería ser difícil lograr consensos alrededor 
de estas ideas, alguien podría considerarlas incom-
pletas, y ciertamente lo son, pero eso no debería 

provocar rechazo, sino más bien propuestas de 
complementación.

Lo que sigue es la exigencia de separación y equi-
librio de los poderes del Estado, algo básico para 
toda democracia, y la afirmación de que es nece-
saria la plena libertad de expresión, la lucha contra 
la corrupción, el fortalecimiento de los gremios, la 
resistencia al abuso del poder y la responsabilidad 
de todos los funcionarios públicos.

El segundo planteamiento es “Estado de dere-
cho”. Se afirma que “El Estado debe estar al ser-
vicio del ciudadano y no al contrario”. Para desa-
rrollar esta idea se recalca la necesidad del respeto 
a los derechos fundamentales y se reafirma la idea 
de que “nadie está por encima del mandato popu-
lar expreso, de la Constitución y de la Ley.”. Es de 
suponer que, en teoría, tampoco en esto habrá dis-
crepancias, pues es difícil sostener lo contrario, aun-
que en la práctica se actúe al margen de lo constitu-
cional, pero no es intención de este artículo entrar 
en ese terreno.

“La Constitución: un acuerdo para el bienestar”, 
es el tercer planteamiento. Se define a la Constitu-
ción como una Carta de convivencia ciudadana, que 
garantice en libertad el ejercicio de los derechos y las 
obligaciones ciudadanas, y las distintas visiones de 
desarrollo regionales y locales. Hasta aquí tampoco 
se pueden imaginar grandes desacuerdos, aunque a 
algunos quizás les moleste aquello de las “distintas 
“visiones de desarrollo”, pues podría pensarse que 
hay que definir y partir solamente de una visión.

territorios de los Municipios conurbados que expre-
sen su voluntad de pertenecer al Distrito. Las com-
petencias distritales provendrán de la suma de las 
competencias provinciales y cantonales”.

Respecto a los recursos provinciales y distritales 
dice que “la Constitución y la Ley determinarán los 
impuestos provinciales y distritales que, junto con 
las tasas por servicios y otros tributos, conformarán 
sus ingresos propios” pero que “las provincias y los 
distritos contarán con su propio dominio tributario 
en el marco de lo dispuesto por la Constitución y la 
Política Fiscal.- Los gobiernos autonómicos podrán 
retener porcentajes de los impuestos nacionales de 
conformidad con el costeo de las competencias adi-
cionales que asuman.- Adicionalmente, los distritos 
metropolitanos dispondrán de los recursos munici-
pales señalados por la Constitución y la Ley”.

Añade que “las cuentas nacionales y los presu-
puestos nacional y subnacionales deberán territoria-
lizarse. La evaluación del gasto público deberá efec-
tuarse además con criterios territoriales.- Deberá 
eliminarse toda forma de transferencia discrecional 
de fondos nacionales.- Los gobiernos autónomos 
provincial y distrital deben disponer de una vía de 
recurso jurisdiccional a fin de asegurar el libre ejer-
cicio de sus competencias y del respeto a los princi-
pios de autonomía consagrados en la Constitución 
y en su legislación”.

solidaridad con los más débiles

No se olvida Quito de que “la protección de 
las unidades subnacionales económicamente más 
débiles, reclama la adopción de procedimientos de 
compensación. Existirán dos fondos para la bús-
queda de la equidad: el Fondo de Compensación 
para la corrección de los desequilibrios territoriales, 
y el Fondo de Solidaridad Social para la eliminación 
progresiva de las disparidades sociales medidas por 

ingresos y servicios. Mediante estos Fondos, tam-
bién se otorgarán estímulos nacionales vinculados a 
la evaluación del desempeño y capacidad de gene-
ración de ingresos propios ligados al cumplimiento 
de los fines de cada nivel de gobierno”.

Propone que “las provincias y los municipios 
podrán asociarse en mancomunidades con objeti-
vos de desarrollo. Estas mancomunidades podrán 
dar base a la integración de regiones de desarrollo” 
y que “las organizaciones subnacionales, autónomas 
o no, tienen la capacidad legislativa para normar el 
ejercicio de sus competencias y atribuciones. En 
determinados casos, como la expedición de estatu-
tos autonómicos, los que deberán ser refrendados 
por la legislatura nacional”.

“Las normas expedidas por la legislatura sobre 
los gobiernos subnacionales deberá enmarcarse en 
las normas constitucionales y el margen de discre-
cionalidad que puedan tener los cuerpos legislativos 
subnacionales deberá estar normado por las leyes de 
la materia”.

Otros capítulos, que el espacio no permite rese-
ñar aquí, son del sistema económico (14 párrafos); 
el sistema nacional de planificación; la seguridad 
(en que propone introducir el concepto de “segu-
ridad humana” referido a las amenazas contra el 
desarrollo, y también propone la creación de poli-
cías territoriales, bajo los gobiernos seccionales, con 
misiones de control público de las leyes y ordenan-
zas) y la lucha contra la corrupción.

Se trata de un documento sólido –aunque no 
tiene pretensiones de ser el único ni el más com-
pleto, pero que sí es el fruto de la participación y 
reflexión colectiva– con el que la ciudadanía de 
Quito, la capital de todos, aporta a la Asamblea 
de Montecristi con miras a construir un nuevo  
Ecuador. 

 


